Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial-Necochea

R. I. N° 20 (S)

En la ciudad de Necochea, a los CINCO  días del mes de   abril de dos mil once, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil, Comercial, en acuerdo ordinario a efectos de dictar sentencia en los autos caratulados: “Fabbro, Norberto c/Federación Arg. De trabajadores la Industria Química y Petroquímica (FATIQYP) s/Cumplimiento de Contrato” habiéndose practicado oportunamente el sorteo prescripto por los arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal Civil y Comercial, resultó del mismo que el orden de votación debía ser el siguiente: Señores Jueces Doctores Humberto Armando Garate, Oscar Alfredo Capalbo y Fabián Marcelo Loiza.



El tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:



C U E S T I O N E S 



1ª. ¿Es justa la sentencia de fs. 120?.



2ª. ¿Qué pronunciamiento corresponde?.



A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR GARATE DIJO:


I. Antecedentes.


A fs. 120 vta., el Sr. Juez de grado resuelve “Rechazar la reconvención deducida por Federación Argentina de Trabajadores de la Industria Química y Petroquímica (FATIQYP), con expresa imposición de costas”. Ordenando “la continuación de las actuaciones en estos estrados una vez firme el presente proveído”. 



Tal resolución es apelada por el Dr. Luis A. Rosiello apoderado de la parte demandada (fs. 123) “Federación Argentina de Trabajadores de la Industria Química y Petroquímica (FATIQYP)”. Concedida en relación dicha impugnación (fs. 124) se expresan agravios a fs.125/127vta.


Otorgado el traslado respectivo, el actor rebate los argumentos vertidos en la apelación a fs. 129/131.



II. Agravios.


Aqueja la mentada resolución, en tanto el recurrente entiende que no corresponde el rechazo de la misma pues la norma “no impone esa drástica solución”. Con cita de los arts. 21 y 22 de LCQ, concluye que no existe razón “para decretar la nulidad o rechazar in limine la reconvención...”.


En segundo agravio, indica que la imprevisión alegada fue utilizada como defensa ante la pretensión contractual resultando indebida la conclusión del a-quo. A renglón seguido, indica que el fallo apelado implica “una grave contradicción con los propios actos y los precedentes de la causa” pues asegura que el juez declinó su competencia en el caso; alertando sobre la posibilidad de que -ante la confirmación la sentencia- la misma causa sea resuelta por dos juzgados “posiblemente de un modo diferente”.


Seguidamente invoca el derecho de defensa que se dice vulnerado; en esa senda entiende que al no tratarse dicho planteo “mal podría atacar la cosa juzgada, sea cual fuere el destino del planteo en el concurso”. Con cita de distinta jurisprudencia, hace reserva del caso federal y del recurso de inconstitucionalidad.          


III. Decisión. 


La sentencia debe revocarse, atento la excepcionalidad del supuesto traído (arts. 18 de C.N y 355 CPCC). 


A. Inicialmente y dadas las diversas remisiones del expediente efectuadas por los jueces de grado al disentir sobre quien debía entender en la causa (fs. 111 y 117) creo prudente ceñir el objeto de la apelación en tanto, solo ha sido cuestionado el rechazo de la reconvención. Es que “el juego de los arts. 266, 272 y 273 del Código Procesal indica que la sentencia de Cámara debe versar sobre las cuestiones de hecho y de derecho sometidas a la decisión del juez de primera instancia que hubiesen sido materia de agravios. De donde hay dos ordenes o grados de limitación: en primer lugar la materia litigiosa que conformó el thema decidendum en la instancia ordinaria, y de ella, la que resultó remitida a la alzada en ocasión de vertirse los agravios” (SCBA, C 96057, sent. del 26-8-2009).    


B. Con dicha aclaración, conviene repasar algunas circunstancias de la litis. En autos, el actor pretende el cumplimiento de un contrato suscripto con la Federación Argentina de Trabajadores de la Industria Química y Petroquímica (FATIQYP) celebrado el día 16/06/1998. Aquel acuerdo consiste, según el boleto adunado, en la venta de “…siete (7) lotes de terrenos ubicados en el ejido urbano de Necochea…” “…por la suma de veintidós mil pesos…” ($ 22.000.)(sic).  


Mas allá de otras consideraciones relativas al proceso, el propio actor en su escrito constitutivo –punto III- denuncia que “…se encuentra tramitando su convocatoria de acreedores ante el Juzgado Civil y Com. n°1 de Necochea, en autos Fabbro, Norberto s/Concurso preventivo, expte. n°28247/06” (fs. 20/vta.). 

Corrido el traslado de la demanda (fs. 23), la entidad accionada se opone al progreso de acción reconviniendo, con cita a la teoría de la imprevisión, por el reajuste del precio acordado en dicho contrato (fs. 80/vta.).


Consiguientemente, nos encontramos ante un supuesto donde el concursado reclama el cumplimiento de una obligación de hacer (escriturar) instrumentada en un boleto de compraventa inmobiliaria ( fs. 7/8) que da cuenta de la entrega de una suma de dinero de parte del comprador, de la entrega de la posesión de los bienes  vendidos (cláusula 4 y 5a. del contrato) y de la existencia de un importante saldo de precio a pagarse contra escrituración.


Además, recordemos que el presente proceso se halla en etapa de gestación donde recién se ha trabado la litis.   


C. En este particular escenario, es prudente recordar que el art. 21 de ley 24.522 edicta: “La apertura del concurso produce, a partir de la publicación de edictos, la suspensión del trámite de los juicios de contenido patrimonial contra el concursado por causa o título anterior a su presentación, y su radicación en el juzgado del concurso. No podrán deducirse nuevas acciones con fundamento en tales causas o títulos”. (conf. Ley 26.086).   


Debo remarcar que la norma alude a los procesos de contenido patrimonial “contra el concursado…”, circunscribiendo el ámbito subjetivo del fuero de atracción concursal (art. 21 LCQ). Ello es reiterada jurisprudencia, graficándose que “el fuero de atracción que ejerce la quiebra funciona en forma pasiva, es decir respecto de las acciones iniciadas contra el fallido y no respecto de las que éste pudiere promover” (CSJN; “Banco Español del Río de la Plata Ltdo. c/Pérez, Roberto y otros s/cobro ejecutivo”, Sent. 10 de agosto de 1995, Fallos: 310:1041. Idem Fallos: 311:424; 313:552 y 315:881. Idem C. Nac. Com., sala E, 28/2/1989, "Sociedad Española de Beneficencia c/López, Arturo"; ídem Truffat, Daniel E.; “Fuero de atracción en los concursos”, pág. 83, edit. Astrea, año 2007). 


Es decir, que el fundamento de la resolución relativo a la prohibición de iniciar acciones contra el concursado resulta “…inaplicable si quien acciona es él, aunque el contenido de la pretensión se dirija al reconocimiento de un crédito en su contra” (conf. Heredia, Pablo; “Ley 26086: nuevo modelo en el régimen de suspensión y prohibición de acciones y en el diseño del fuero de atracción del concurso preventivo”, JA 2006-II-950, SJA 3/5/2006, nota n°174). 



En tal caso y ameritando las especiales circunstancias de autos cabe concluir que el efecto impeditivo no se produce debiendo proseguir normalmente su tramite (conf. Molina Sandoval, C., E.D. 217-633, año 2006) resultando admisible la reconvención incoada (art. 355 CPCC).  


Estimo que tal solución es la que mejor asegura el derecho de defensa y debido proceso del demandado (art. 18 C.N.) pues la operatividad de este “derecho fundamental” debe priorizarse sobre una disposición organizativa –como lo es el art. 21 de LCQ- no sólo por su jerarquía normativa superior sino por los valores axiológicamente preservados (Lorenzetti, Ricardo, “Teoría de la decisión judicial”, pág. 251, edit. Rubinzal, año 2008). Dicho de otro modo, debido a la excepcionalidad del caso y dada la tensión entre la norma concursal –prohibición de iniciar acciones- y el derecho de defensa del demandado –ejercido mediante la reconvención- debe preferirse éste último (art. 18 C.N. y 355 del CPCC).


En efecto, de las posturas asumidas por las partes en el proceso se desprende que el contrato de compraventa celebrado por boleto continúa  vivo, vigente, restando cumplir dos obligaciones principales: escriturar, del vendedor, pagar el saldo de precio, del comprador hoy concursado. Ambas obligaciones se pactaron en el boleto, con fecha 10 de junio de 1998 (fs.7/8), para ser cumplidas “dentro de los treinta días de firmado el boleto".



Ese marco de hecho demuestra la estrecha relación que tienen las dos obligaciones pendientes de cumplimiento, que entre sí resultan correspectivas y de indivisible cumplimiento temporal.



La Casación edicta al respecto: “la demanda por escrituración importa por sí misma un ofrecimiento tácito del actor (o reconviniente, en el caso) de cumplir las obligaciones a su cargo estipuladas para el momento de escriturar, ofrecimiento que basta para satisfacer la exigencia del art. 1201 del Código Civil (SCBA, AC 73965 S 21-3-2001, “ Massimino, Héctor D. c/ Gorosito, Hugo Héctor s/ Resolución de contrato”, ver Base Juba).



Tal correspectividad torna necesario juzgarlas en un proceso único en atención a su interdependencia y que no puede cumplirse una y omitirse el cumplimiento de la otra.



 La escrituración depende del pago del saldo de precio tácitamente ofrecido pagar al demandar el comprador hoy concursado el cumplimiento de contrato y escrituración.



 Desde otro punto de vista el pago del saldo de precio como cualquier otra obligación debe cumplirse fielmente y respetando el principio de integridad de lo adeudado. Empero aquí se encuentra en discusión el monto de esa obligación al solicitar el vendedor su reestructuración a fin de ajustarlo a la finalidad y economía del contrato en su conjunto (art. 1201 y 1198 C.C.). 



 En esas condiciones vedar al vendedor la facultad de reconvenir reenviándolo a las vías concursales limita en exceso su derecho de  defensa al circunscribirlo exclusivamente a la contestación de la demanda o sea oposición a la pretensión cuando la cuestión a elucidar aparece como inescindimble: cumplimiento de la obligación del pago del precio y escrituración.



Tal criterio además acarrea una limitación severa a la estrategia procesal que pueda asumir el vendedor sin perjuicio que se derive un daño para la contraparte en el caso contrario en tanto la sentencia que se pronuncie, de ser favorable al vendedor solo adquirirá el carácter de declarativa por lo que no podrá -en principio- agredir el patrimonio concursal (arg. art. 56 último párrafo)



Desde otra óptica la inserción de una pretensión de restructuración o revisión contractual en el pasivo concursal por vía de verificación de créditos aparece como de difícil concreción. Ello lleva a  presumir un perjuicio al vendedor quien al margen de las demoras  que le acarrearía la doble tramitación judicial (pedido de verificación-revisión-) podría enfrentarse al cumplimiento de contrato y escrituración sin lograr un pronunciamiento definitivo sobre su pretensión de reajuste; es decir ante la posibilidad de escriturar sin la definitiva determinación del saldo de precio hecho que rompe el principio correspectividad en el cumplimiento de las  obligaciones reiteradamente citadas a largo de este voto.      



En conclusión: por lo hasta aquí expuesto, de desestimarse la admisibilidad de la reconvención se estaría cercenando el derecho de defensa y el desarrollo de una estrategia procesal, defensivo –ofensiva, determinada de parte del vendedor en el trámite judicial (art. 18 C.N.; art. 15 Const. Prov.; art. 8 inc. c) Conv. Americana sobre Derechos Humanos; PIDC y P. art. 14 b )
    


     Es que “las normas de procedimiento y sus reglamentaciones no se limitan a una mera técnica de organización de procesos, sino que tienen por finalidad de objetivo, regular el ejercicio de derechos y lograr la concreción del valor justicia, en cada caso, en salvaguarda del derecho de defensa en juicio”. (CSJN; L.L. 06-02-06, nro. 109.997. E.D. 04-04-06, nro. 53.930. M. 1215. XXXIX.; ”Miserocchi, Alejandro y otros c/ Sacreu S.C.A. y otro”, sent. del 06/12/2005; Fallos  328:4290). 


Por otra parte el desdoblamiento del objeto procesal que se propone el actor –al solicitar la nulidad de la reconvención e insinuar que tal pretensión debe ventilarse en el concurso (fs. 101/103) podría conducir al pronunciamiento de sentencias contradictorias al tramitar dos procesos separados ante jueces diferentes a la par que genera una sobrecarga jurisdiccional a la justicia. 

Justamente evitar este tipo de situaciones es el fin perseguido por el invocado instituto del fuero de atracción concursal que, cabe subrayarlo, ha sido evidentemente flexibilizado por la ley 26.086. 


En ese sentido, uno de los autores de aquella norma ha asegurado que “sin desterrar completamente el fuero de atracción del concurso preventivo, la ley 26.086 limita la vis attractiva a los procesos con aptitud inmediata para provocar actos ejecutorios contra el deudor por parte de acreedores no munidos de garantía real, permitiendo, en cambio, que otros procesos que no tienen una aptitud inmediata para la agresión patrimonial sean continuados o no según la opción del actor” (conf. Heredia, Pablo; JA 2006-II-950, SJA 3/5/2006; Lexis n°003/012560). Pues “una cosa es la declaración del derecho, y la correlativa comprobación del crédito (que puede tener lugar extraconcursalmente), y otra muy distinta es el tratamiento concursal de ese crédito a través del proceso verificatorio (que solamente puede tener lugar dentro del concurso)” (Idem nota anterior).   
Desde otro punto de vista observo que “el rechazo in limine corresponde, en principio, únicamente respecto de las demandas que no se ajusten a los recaudos formales estatuidos (Art. 336 CPCB), más no cuando se asienta en la falta de fundamento sustancial, que es un aspecto propio de la sentencia de mérito” (CC0002 QL 1465 RSI-183-97 I 15-12-1997; Juba B2950352).


Insisto, la solución propiciada resulta de excepción pero es la que mayor grado de coherencia guarda con el sistema permitiendo, según los principios de unidad y concentración, dirimir en un único proceso las pretensiones interrelacionadas. 


Tal postura fue recibida por alguna jurisprudencia anterior a la ley 26086: “es inaplicable la prohibición contenida en el art. 22, inc. 3 LC si quien acciones es la concursada, aunque el contenido de la pretensión se dirija al reconocimiento de un crédito en su contra” ( Lexis Nexis no. 2/ 21678, KA 1989, II, síntesis). En parecido sentido la CSJN ha sostenido que “corresponde que la causa queda sometida al Juez de la quiebra , si ante la la demanda reivindicatoria de la fallida, el accionado reclama que se declare la adquisición del dominio del bien objeto del juicio por prescripciòn decenal (“Sasetru S.A.C.I.F.I.A I.E. c. Quintino Villarreal y otra”, Fallos 314-332). 



Estimo por último que el trámite de este proceso debe ser radicado ante el Juez concursal por las siguientes razones: a) La existencia de conexidad entre este proceso y el universal y; b) La finalidad del proceso concursal consiste en concentrar todas  las acciones de carácter patrimonial contra el concursado ante el juez concursal, preservándose así el interés del concursado y el de sus acreedores, al satisfacer los principios concursales de concentración e inmediación.


Por último y ante el eventual resultado de la presente litis, dése oportuna intervención al Sr. Síndico interviniente en los autos “Fabbro, Norberto s/Concurso preventivo” -expte. n°28247/06- a los fines legales respectivos.  



En síntesis, si mi propuesta es acompañada propicio revocar la sentencia de fs. 120 admitiéndose la resolución incoada la que se resolverá oportunamente (arts. 18 C.N. y 355 CPCC).



Respecto a las costas y en cuanto a lo novedoso y excepcional del supuesto traído, estimo prudente imponerlas en el orden causado (art. 68 2do. párr. CPCC). 
Por las consideraciones expuestas a la cuestión planteada voto por la NEGATIVA.


A la misma cuestión planteada el señor Juez Doctor Loiza votó en igual sentido por los mismos fundamentos.


A la misma cuestión planteada el señor Juez Doctor Capalbo votó en igual sentido por los mismos fundamentos.


A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR GARATE DIJO:


Corresponde revocar la sentencia de fs. 120, debiendo remitirse los presentes autos al Sr. juez del concurso (arts. 18 C.N. y 355 CPCC), con costas en el orden causado (art. 68, 2do. párr. del CPCC). Asimismo, dése oportunamente intervención al Sr. Síndico interviniente en los autos “Fabbro, Norberto s/Concurso preventivo” -expte. n°28247/06- a los fines legales respectivos (art. 21 LCQ). Difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 ley 8904).


ASI LO VOTO.-


A la misma cuestión planteada el señor Juez Doctor Loiza votó en igual sentido por los mismos fundamentos.


A la misma cuestión planteada el señor Juez Doctor Capalbo votó en igual sentido por los mismos fundamentos.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente:



S E N T E N C I A

Necochea,  CINCO     de abril de 2011.



VISTOS Y CONSIDERANDO: Por los fundamentos expuestos en el precedente acuerdo, I) Se revoca la sentencia de fs. 120, debiendo remitirse los presentes autos al Sr. juez del concurso (arts. 18 C.N. y 355 CPCC), con costas en el orden causado (art. 68, 2do. párr. del CPCC). II) Dése oportuna intervención al Sr. Síndico interviniente en los autos “Fabbro, Norberto s/Concurso preventivo” -expte. n°28247/06- a los fines legales respectivos (art. 21 LCQ). Difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 ley 8904). Notifíquese (art. 135 CPC.).Devuélvase. 

Dr. Oscar A Capalbo              Dr. Fabián M. Loiza 

   Juez de Cámara                     Juez de Cámara

                  Dr. Humberto A. Garate

                      Juez de Cámara

                  Dra. Daniela M. Pierresteguy

                          Secretaria

